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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 25 de 
marzo de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 47/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 3 de febrero de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, en nombre y representación de su hija menor de edad, debido a los 
daños y perjuicios sufridos por esta en un accidente escolar. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 5 de febrero de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 47/2026, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 7 de noviembre de 2025 D. yyy2, en nombre y 

representación de Dña. yyy1, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial ante la Administración autonómica, debido a los daños y perjuicios 
sufridos por su hija en una caída acaecida el 11 de noviembre de 2024, durante 
el recreo, en las instalaciones del CEIP cccc de xxxx, al precipitarse desde lo alto 
de un módulo de juegos. El accidente le ha provocado una fractura metafisaria 
completa de EPH derecho desplazada, que requiere intervención quirúrgica. 

 
Fija la cuantía indemnizatoria en 15.716,64 euros, en concepto de lesiones 

temporales, intervenciones quirúrgicas y secuelas. Previo requerimiento de la 
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Administración presenta autorización privada de representación, certificado de 
nacimiento de la menor y evaluación económica de los daños sufridos. 

 
Adjunta copia de diversa documentación médica junto al escrito de 

reclamación. 
 
Segundo.- El 23 de septiembre de 2025 la directora del centro escolar 

informa: “El día 11/12/2024 durante la hora del recreo, más concretamente a 
las 12:20 horas, yyy3 estaba jugando con una compañera en el tobogán, 
durante el juego las dos compañeras colisionaron y yyy3 cayó del tobogán 
sintiendo un dolor muy fuerte en el brazo”. 
 

Tercero.- Concedido el trámite de audiencia a la parte reclamante el 15 
de diciembre de 2025, no consta la presentación de alegaciones. 

 
Cuarto.- El 22 de enero de 2026 se formula propuesta de orden 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Quinto.- El 27 de enero de 2006 la Asesoría Jurídica de la Consejería de 

Educación informa favorablemente la propuesta de orden indicada. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León. Corresponde a la Sección Primera emitir el dictamen según lo 
establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, del 
Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
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3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y legitimación 

exigidos por la LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde a la consejera 

de Educación de la Junta de Castilla y León, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León, en relación con el artículo 92, párrafo 
segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1, párrafo primero 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
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 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios sufridos por una menor al 
precipitarse de un tobogán durante horario escolar. 

 
Es reiterada jurisprudencia (por todas, sentencia del Tribunal Supremo 

de 29 de enero de 2013) la que señala que no puede hacerse descansar la 
responsabilidad de la Administración, respecto de las consecuencias lesivas 
producidas, en el simple hecho de la titularidad del servicio, pues, aun siendo 
nuestro sistema vigente de responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas de naturaleza objetiva, no por ello se convierte a estas en aseguradoras 
universales de todos los riesgos, con el fin de prevenir cualquier eventualidad 
desfavorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con 
independencia del actuar administrativo, transformando a nuestro sistema de 
responsabilidad en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico. También ha declarado el Tribunal Supremo (a.e., 
sentencias de 13 de noviembre de 1997 y de 17 de abril de 2007) que “aun 
cuando la responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la 
jurisprudencia de esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no 
lo es menos que ello no convierte a la Administración en un responsable de 
todos los resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de 
instalaciones públicas, sino que, como antes señalamos, es necesario que esos 
daños sean consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o 
anormal de aquella”. Conforme a lo expuesto, cabe concluir que no basta para 
fundamentar la imputación objetiva del daño a la Administración educativa con 
la simple constatación fáctica de que tal daño se produjo en el centro escolar. 
Es necesario además que de una valoración adecuada de las circunstancias 
pueda deducirse una situación de riesgo específico o cualificado, susceptible de 
configurar una relación de causalidad con relevancia jurídica suficiente para 
producir la citada imputación. Desde esta perspectiva han de valorarse los 
hechos acaecidos en el caso concreto. 

 
En el supuesto planteado, comprobadas la realidad y certeza del daño 

patrimonial sufrido por la hija de la reclamante, es preciso determinar si el 
expresado daño fue o no consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
del servicio público, requisito indispensable para el nacimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración. 
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Respecto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños 
alegados y la prestación del servicio público, es necesario probar que tales daños 
traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquél. 
Este extremo corresponde acreditarlo a la parte interesada, de acuerdo con los 
viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, el principio general sobre la carga de la prueba contenido en el 
artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Es decir, 
al reclamante incumbe acreditar el hecho derivado del funcionamiento del 
servicio público y la existencia del exigible nexo causal entre tal hecho y la lesión 
denunciada. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en 
su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria. 

 
Dicho lo anterior, la parte reclamante, más allá de acreditar los daños y 

adjuntar la documentación medica correspondiente, no ha aportado prueba 
alguna acreditativa del deficiente mantenimiento del tobogán o de la omisión 
del deber de cuidado de los responsables docentes o cualquier otra circunstancia 
que pudiera motivar la declaración de responsabilidad patrimonial de la 
Administración educativa. 

 
Por su parte, el informe de la directora del centro escolar señala que la 

menor “estaba jugando con una compañera en el tobogán, durante el juego las 
dos compañeras colisionaron y [la niña] cayó del tobogán sintiendo un dolor 
muy fuerte en el brazo”. En este sentido la propuesta de orden indica: “En el 
presente suceso concurre el que se ha venido denominando por la doctrina y la 
jurisprudencia el `riesgo general de la vida´, toda vez que el accidente sufrido 
por [la menor] es un evento ligado al acontecer ordinario y normal de la vida 
diaria que puede ocurrir en las instalaciones del colegio público. De acuerdo con 
este criterio, se trata de negar responsabilidad por aquellos hechos dañosos que 
el perjudicado tiene el deber natural y social de asumir como una incidencia 
normal y esperable en el natural acontecer de su existencia”. 

 
En definitiva, este Consejo Consultivo comparte la propuesta de orden 

desestimatoria, ya que los hechos ocurridos constituyen riesgos propios e 
inherentes al desarrollo de la actividad escolar y, concretamente, en el ámbito 
de los juegos realizados dentro del centro escolar, excluyentes de la 
responsabilidad administrativa. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1, en nombre y representación de su hija menor de 
edad, debido a los daños y perjuicios sufridos por esta en un accidente escolar. 
 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


